
Disposición final primera
Modificaciones de la Ley 9/2001, de 23 de diciembre, de presupuestos
generales de la comunidad autónoma de las Illes Balears para el año 2012

1. El artículo 4.2.a) queda modificado de la siguiente manera:

‘a) Los créditos correspondientes a fondos finalistas no pueden quedar
vinculados a otras partidas que no tengan este carácter y la misma finalidad.’

2. La disposición adicional cuarta de la Ley 9/2011 queda modificada de
la siguiente manera:

‘Disposición adicional cuarta
Actualización específica de determinadas tasas portuarias

Las cuantías de las tasas portuarias incluidas en el capítulo XXV y en los
capítulos XXVII a XXXVIII del título VI de la Ley 11/1998, de 14 de diciem-
bre, sobre el régimen específico de las tasas de la comunidad autónoma de las
Illes Balears, se incrementan un 15%, a excepción de las incluidas en el capítu-
lo XXXIII y el último párrafo del artículo 294 del capítulo XXXVI, las cuales
deben actualizarse de acuerdo con la regla general que contiene el artículo 21 de
esta ley.’

Disposición final segunda
Modificaciones de la Ley 11/1998, de 14 de diciembre, sobre el régimen
específico de las tasas de la comunidad autónoma de las Illes Balears

La Ley 11/1998, de 14 de diciembre, sobre el régimen específico de las
tasas de la comunidad autónoma de las Illes Balears, queda modificada de la
siguiente manera:

1. El artículo 388 quindecies queda modificado de la siguiente manera:

‘Artículo 388 quindecies
Hecho imponible

Constituye el hecho imponible de esta tasa la prestación de los siguientes
servicios:

- Inscripción en el registro oficial.
- Expedición de carnets de aplicadores.’

2. El epígrafe del artículo 388 septricies queda modificado de la siguien-
te manera:

‘Artículo 388 septricies
Cuantía’

3. El epígrafe del artículo 388 terquadragies queda modificado de la
siguiente manera:

‘Artículo 388 terquadragies
Bonificaciones’

4. El artículo 443 queda modificado de la siguiente manera:

‘Artículo 443
Cuantía

1. La tasa se exige de conformidad con la siguiente tarifa: 0,033 euros por
unidad gráfica o espacio tecleado.

2. En las publicaciones de textos urgentes debe aplicarse un incremento
del 50% de la tasa correspondiente. Se entienden por publicaciones urgentes las
que se publiquen, a instancia de la persona solicitante, en las setenta y dos horas
siguientes a la solicitud de publicación.’

5. El apartado 2 del artículo 444 queda modificado de la siguiente mane-
ra:

‘2. Todos los anuncios oficiales que, por su carácter como tales, deban
ubicarse en las secciones IV y V del Butlletí Oficial de les Illes Balears son de
pago, a no ser que no estén sujetos a la tasa, estén exentos o el ordenamiento
jurídico establezca su gratuidad. El pago debe hacerse con carácter previo al
anuncio y debe justificarse junto con la solicitud de inserción, a no ser que esta
ley o la normativa reguladora del funcionamiento del Butlletí Oficial de les Illes
Balears establezca otra cosa.’

Disposición final tercera
Recopilación normativa

1. Se ordena al Gobierno de las Illes Balears que, en el plazo de seis
meses, presente un texto refundido de las diferentes normas tributarias para faci-
litar su conocimiento.

2. Asimismo, se ordena publicar en la página web de la comunidad autó-
noma los textos refundidos de la diferente normativa tributaria cada vez que se
modifique.

Disposición final cuarta
Entrada en vigor

La presente ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el
Butlletí Oficial de les Illes Balears.

Por tanto, ordeno que todos los ciudadanos guarden esta Ley y que los
Tribunales y las Autoridades a los que corresponda la hagan guardar.

Palma, a treinta de abril de dos mil doce

EL PRESIDENTE
José Ramón Bauzá  Díaz

El Vicepresidente Económico, 
de Promoción Empresarial y de Empleo
José Ignacio Aguiló Fuster

— o —

Num. 9274
Ley 4/2012, de 30 de abril, por la que se establece el régimen san-
cionador en diversas materias en el ámbito de la comunidad
autónoma de las Illes Balears y se fijan medidas administrativas
urgentes en materia de juego

EL PRESIDENTE DE LAS ILLES BALEARS

Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento de las Illes Balears
ha aprobado y yo, en nombre del Rey, y de acuerdo con lo que se establece en
el artículo 48.2 del Estatuto de Autonomía, tengo a bien promulgar la siguiente:

LEY

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

El artículo 25 de la Constitución Española establece que nadie podrá ser
condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de pro-
ducirse no constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legisla-
ción vigente en aquel momento.

Con respecto a la potestad sancionadora de la Administración, la jurispru-
dencia constitucional ha establecido que son aplicables los principios de reser-
va de ley, tipicidad, non bis in idem, irretroactividad de normas desfavorables,
derecho a la defensa, presunción de inocencia y tutela judicial efectiva.

La previsión de reserva de ley se fundamenta en los principios de legali-
dad y tipicidad, en virtud de los cuales los límites de la actividad sancionadora
de las administraciones públicas se deberán fijar por ley, de conformidad con el
artículo 25 de la Constitución Española, que exige la reserva de ley en materia
sancionadora, un rango necesario de las normas que tipifican las conductas ilí-
citas y que regulan las correspondientes sanciones con la finalidad de respetar y
hacer respetar las garantías de la ciudadanía en un estado social y democrático
de derecho.

La presente ley, que cumple el mandato legal teniendo en cuenta las exi-
gencias constitucionales citadas, toma en consideración, asimismo, lo estableci-
do en las disposiciones comunitarias que exigen a los estados miembros de la
Unión Europea la adopción de las normas necesarias para aplicar sanciones en
caso de incumplimiento de las disposiciones nacionales y, por extensión, en el
caso del Estado español, de las normas de las comunidades autónomas.

II

La Ley Orgánica 2/1983, de 25 de febrero, del Estatuto de Autonomía de
las Illes Balears, después de la reforma de la Ley Orgánica 1/2007, de 28 de
febrero, reconoce en el artículo 30 una serie de competencias exclusivas de la
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comunidad autónoma de las Illes Balears:

‘29. Casinos, juegos y apuestas, con exclusión de las apuestas mutuas
deportivo-benéficas.’

‘34. Industria, sin perjuicio de lo que determinen las normas del Estado
por razones de seguridad, sanitarias o de interés militar y las normas relaciona-
das con las industrias sujetas a la legislación de minas, hidrocarburos o energía
nuclear. El ejercicio de la competencia se realizará de acuerdo con las bases y la
ordenación de la actividad económica general. Seguridad de las instalaciones,
de los procesos y de los productos industriales.’

‘47. Defensa de los consumidores y de los usuarios, en el marco de las
bases y la ordenación de la actividad económica general y en el marco de las
bases y la coordinación general de la sanidad, en los términos de lo dispuesto en
los artículos 38, 131 y en los números 11, 13 y 16 del apartado 1 del artículo 149
de la Constitución.’

La necesidad de la presente ley se evidencia, por una parte, por las recien-
tes modificaciones de la normativa estatal. Así, la Ley 25/2009, de 22 de diciem-
bre, de  modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre
acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, añadió dos nuevas infrac-
ciones graves a la Ley 21/1992, de 16 de julio, de industria. La introducción de
estos dos nuevos tipos de infracción es insuficiente para la consecución de un
régimen sancionador consolidado que llegue a todos los incumplimientos de la
normativa en materia de industria, particularmente con respecto a determinadas
conductas constitutivas de incumplimientos normativos de naturaleza mera-
mente formal o procedimental o que no comportan peligro o daño grave para las
personas, las cosas o el medio ambiente, y que, en buena lógica, tienen que
implicar infracciones de carácter leve. En este sentido, justamente, la Sentencia
del Tribunal Constitucional 162/2008, de 15 de diciembre, declaró nulo e
inconstitucional el artículo 31.3.a) de la Ley 21/1992, de 16 de julio, de indus-
tria, en materia de infracciones leves, lo cual exige una nueva tipificación por
parte del legislador autonómico. 

Por otra parte, y en materia de juego, la Ley 13/2011, de 27 de mayo, de
regulación del juego, ha derogado la Ley 34/1987, de 26 de diciembre, de potes-
tad sancionadora de la Administración pública en materia de juegos de suerte,
envite o azar, y ha introducido un nuevo régimen sancionador en el marco de la
competencia estatal en esta materia. Así pues, en este sector de actividad admi-
nistrativa debe tenerse en cuenta que, hasta ahora, la comunidad autónoma de
las Illes Balears aplicaba el régimen sancionador que establece la Ley 34/1987
citada, la cual, de acuerdo con su contenido, se entendía susceptible de aplica-
ción por las diversas administraciones públicas, estatal y autonómica, con com-
petencias en esta materia; mientras que la nueva Ley 13/2011 sólo prevé el régi-
men sancionador estatal. De esta manera, y ante las dudas y la inseguridad jurí-
dica que pueda suponer la aplicación supletoria de este régimen sancionador, en
principio de ámbito estatal, es preciso que el legislador autonómico establezca
un régimen sancionador propio en el ámbito de sus competencias, con el fin de
no caer en un vacío normativo que dificulte o imposibilite la persecución de los
hechos constitutivos de infracción administrativa en este sector de actividad.

Finalmente, y con respecto a la legislación autonómica en materia de con-
sumo, hay que actualizar las cuantías correspondientes a las sanciones que fijó
inicialmente la Ley 1/1998, de 10 de marzo, del Estatuto de los consumidores y
usuarios de la comunidad autónoma de las Illes Balears, claramente desfasadas
actualmente, a fin de que cumplan efectivamente su función preventiva y puni-
tiva, inherente a cualquier norma sancionadora. En este último sentido, lo cier-
to es que hay una íntima conexión entre la tipificación de la infracción y la cuan-
tificación de la sanción. Tanto es así que el establecimiento de las tipificaciones
de las conductas administrativas ilícitas consideradas infracción van precedidas
siempre de la sanción correspondiente, siempre respetando el principio de pro-
porcionalidad y guardando la adecuación debida entre la gravedad del hecho
constitutivo de la infracción y la sanción que se deba imponer. En este contex-
to, y de la misma manera que hace el Estado en su ámbito competencial, se ha
considerado conveniente trasladar al ámbito de las sanciones graves en esta
materia de consumo la regla que la Ley 1/1998 fijaba únicamente para las san-
ciones muy graves, consistente en la posibilidad de incrementar la cuantía de la
sanción hasta llegar al quíntuple del valor de los productos o servicios objeto de
la infracción, de manera que la comisión de la infracción no resulte más benefi-
ciosa para el infractor que el cumplimiento de la norma infringida.

III

Con respecto a la adopción de medidas administrativas en el ámbito pro-
pio del sector del juego, se tiene que señalar que, atendiendo al marco jurídico
estatal vigente aplicable a la instalación de máquinas, terminales o equipos de
juego, y a la concesión de autorizaciones de actividades de juego, la comunidad
autónoma de las Illes Balears tiene la necesidad de establecer un régimen jurí-
dico propio que dé cobertura al régimen de autorizaciones de las actividades
reservadas en los locales de hostelería y en el ejercicio de las actividades no
reservadas con respecto a la apertura de establecimientos presenciales específi-
cos.

IV

La presente ley consta de una exposición de motivos, una parte dispositi-
va (tres artículos) -cuyo objeto es regular el régimen sancionador de diversas
materias atendiendo a la competencia exclusiva de la comunidad autónoma de
las Illes Balears de acuerdo con el Estatuto de Autonomía-, cuatro disposiciones
adicionales, una disposición derogatoria única y tres disposiciones finales.

Artículo 1
Normas sancionadoras en materia de industria

Se tipifican como infracciones leves en materia de industria las siguientes
acciones:

a) Fabricar, importar, vender, transportar, instalar o utilizar productos,
aparatos o elementos sujetos a seguridad industrial que no cumplan las normas
reglamentarias cuando no comporten peligro o daño grave para las personas, la
flora, la fauna, las cosas o el medio ambiente, o cuando el riesgo, el peligro o el
daño sean leves o mínimos dadas las circunstancias concurrentes.

b) No subsanar las deficiencias de las instalaciones o de los estableci-
mientos industriales detectadas en las inspecciones o en las revisiones regla-
mentarias, en el plazo otorgado, a no ser que de estas deficiencias se derive un
riesgo o daño grave o muy grave constitutivo de infracción grave o muy grave.

c) No comunicar a la administración competente, en los plazos estableci-
dos reglamentariamente, los datos a que se refieren los artículos 22 y 23 de la
Ley 21/1992, de 16 de julio, de industria, cuando no constituya falta grave.

d) No colaborar con las administraciones públicas en el ejercicio de las
funciones reglamentarias que se derivan de la Ley 21/1992 cuando no implique
resistencia constitutiva de falta grave.

e) Incumplir los plazos otorgados por la autoridad competente a las per-
sonas interesadas para presentar documentos solicitados por el órgano compe-
tente, cuando no implique resistencia constitutiva de falta grave. 

f) No aportar cualquiera de los datos obligatorios, o de sus modificacio-
nes, en la declaración responsable o en la comunicación que deban presentar las
personas interesadas ante la administración competente en materia de industria
cuando no constituya falta grave.

Artículo 2
Normas sancionadoras en materia de juego

1. Son infracciones administrativas en materia de juego y apuestas las
acciones u omisiones tipificadas en la presente ley, incluso cuando impliquen
mera negligencia. Las infracciones administrativas en materia de juego se clasi-
fican en muy graves, graves y leves.

2. Son infracciones muy graves en materia de autorizaciones:

a) Realizar actividades de organización, gestión o explotación de juegos y
apuestas sin las autorizaciones o inscripciones pertinentes, o con incumplimien-
to de los requisitos y las condiciones que se establezcan, así como organizar,
gestionar o explotar juegos o apuestas en locales o recintos no autorizados, en
condiciones distintas a las autorizadas o por parte de personas no autorizadas.

b) Modificar de manera unilateral cualquiera de las condiciones en virtud
de las cuales se concedieron las autorizaciones correspondientes.

c) Ceder las autorizaciones concedidas, a no ser que la cesión se realice
con las condiciones o los requisitos que establezcan las normas vigentes. De esta
infracción serán responsables tanto el cedente como el cesionario.
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d) Alterar la realidad u omitir información de los documentos y los datos
que se aporten para obtener la correspondiente autorización.

3. Son infracciones muy graves en relación con los juegos y las apuestas:

a) Publicitar los juegos de azar o las apuestas o los establecimientos donde
se practiquen al margen de las normas establecidas o las autorizaciones conce-
didas. De esta infracción será responsable el titular de la autorización.

b) Promocionar los juegos o las apuestas, así como el complemento de los
premios, al margen de las normas establecidas o autorizaciones concedidas.

c) Utilizar elementos o máquinas de juegos no homologados o no autori-
zados o sustituir de forma fraudulenta el material o los elementos de juego.

d) Modificar los límites de las apuestas o de los premios autorizados.

e) Manipular los juegos en perjuicio de los jugadores o apostantes o de la
Hacienda de la comunidad autónoma de las Illes Balears.

f) Fabricar, importar, comercializar, mantener y distribuir los elementos o
materiales de juegos o de apuestas con incumplimiento de lo dispuesto en la nor-
mativa vigente.

4. Son infracciones muy graves en cuanto a los derechos de los usuarios
o jugadores:

a) Ejercer violencia, coacción o intimidación sobre los jugadores en los
locales o recintos donde tengan lugar los juegos o las apuestas por parte de las
entidades o empresas titulares, organizadoras o explotadoras de estas activida-
des o de las personas al servicio de estas empresas, e igualmente del personal
empleado o directivo de los establecimientos o las empresas.

b) Conceder préstamos o créditos por parte de las entidades o empresas
titulares, organizadoras o explotadoras de actividades de juego o de apuestas, de
las personas al servicio de estas empresas o del personal empleado o directivo
de los establecimientos.

c) Permitir que se concedan préstamos o créditos a jugadores o apostantes
en los locales o recintos donde tengan lugar los juegos o las apuestas por parte
de las entidades o empresas titulares, organizadoras o explotadoras de activida-
des de juego o de apuestas.

d) Producirse el impago total o parcial a los jugadores o apostantes de los
premios o las cuantías de los que sean ganadores.

e) Vender cartones de bingo, billetes, resguardos de juego, apuestas, pape-
letas o cualquier otro título parecido por un precio distinto al autorizado.

f) Producirse la participación como jugadores del personal empleado o
directivo, así como de accionistas y de partícipes de empresas dedicadas a la
gestión, la organización y la explotación del juego o la apuesta, directamente o
a través de terceras personas en los juegos o las apuestas que gestionen, organi-
cen o exploten.

5. Son infracciones graves en relación con las autorizaciones, las garantí-
as y los deberes documentales o procedimentales:

a) Tolerar o consentir expresamente o tácitamente la organización, la rea-
lización o la práctica de juegos o apuestas en locales no autorizados o por parte
de personas no autorizadas.

b) No disponer de los libros o soportes informáticos exigidos por la nor-
mativa en materia de juegos y apuestas o llevarlos incorrectamente.

c) No enviar al organismo competente en materia de juego los datos o
documentos que requiera.

d) No comunicar, en los plazos establecidos, cualquier modificación que
afecte a la autorización inicial, cuando no requiera una nueva autorización pre-
via.

e) Negarse a colaborar con los funcionarios o encargados del control o de

la inspección o no exhibir los documentos acreditativos de las autorizaciones,
así como negarse a abrir o mostrar las máquinas o los elementos de juego para
su comprobación.

f) No cumplir el deber de comparecencia cuando sea requerido por el
órgano que tenga atribuida las competencias en materia de juego.

6. Son infracciones graves en relación con las sociedades y empresas
autorizadas:

a) Reducir el capital social de las sociedades autorizadas por debajo del
límite legal o establecido reglamentariamente.

b) Reducir las garantías o fianzas exigidas a las empresas por debajo del
límite legal o establecido reglamentariamente.

c) No comunicar, en el plazo máximo de tres meses desde que tengan
lugar, las modificaciones en la composición, el capital y la titularidad de las
acciones y participaciones de las sociedades autorizadas.

7. Son infracciones graves en relación con las máquinas y los otros ele-
mentos o materiales de juego:

a) Tolerar o permitir la instalación o explotación de máquinas con premio
programado o de máquinas de azar sin las autorizaciones o sin cumplir los
requisitos exigidos reglamentariamente.

b) Transmitir las máquinas con premio programado en cualquiera de sus
modalidades o las máquinas de azar con incumplimiento de las condiciones
establecidas reglamentariamente.

c) Instalar o explotar un número de máquinas con premio programado en
cualquiera de sus modalidades o de máquinas de azar que exceda del autoriza-
do.

d) Permitir el uso de materiales o elementos de juego sin cumplir las con-
diciones técnicas de homologación o mantenerlos en funcionamiento.

e) Cualquier incumplimiento de las normas técnicas de los juegos o las
apuestas.

8. Son infracciones graves en relación con los usuarios o jugadores:

a) Permitir el acceso a juegos o apuestas a las personas que lo tengan pro-
hibido.

b) Participar como jugador en juegos o apuestas no autorizados en esta-
blecimientos públicos o privados.

c) No disponer de ficheros o soportes informáticos de los asistentes en
locales destinados a juegos o apuestas donde sea reglamentariamente exigible
un registro de acceso, o llevarlos de manera incompleta o inexacta.

d) No tener hojas de reclamaciones en los establecimientos y locales auto-
rizados.

e) No enviar en el plazo reglamentariamente establecido a la
Vicepresidencia Económica, de Promoción Empresarial y de Empleo las recla-
maciones que se formulen.

9. Son infracciones leves:

a) No exhibir en los establecimientos de juego o apuestas, así como en las
máquinas con premio programado en cualquiera de sus modalidades y en las
máquinas de azar, los documentos acreditativos de su autorización.

b) No cumplir los requisitos, las obligaciones y el resto de normas impe-
rativas o prohibitivas establecidas expresamente en la ley o en la normativa
reglamentaria de desarrollo en materia de juego o apuestas, cuando el incum-
plimiento de la norma no constituya una infracción grave o muy grave.

10. Las conductas constitutivas de infracciones previstas en la presente
ley podrán ser sancionadas mediante la aplicación de las sanciones, graduadas
adecuadamente, que se prevén y de las que dispongan las normas de desarrollo.
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En la graduación de las sanciones se ponderarán las circunstancias que concu-
rran en los hechos y, especialmente, la intencionalidad del infractor, el daño pro-
ducido tanta a terceros como a la Administración, la peligrosidad de la conduc-
ta, la trascendencia social y económica de la acción u omisión, la reincidencia o
reiteración, aplicando, en todo caso, el criterio de proporcionalidad entre la
infracción cometida y la cuantía y los efectos de la sanción.

11. Cuando una misma acción u omisión cometida por un mismo infrac-
tor sea constitutiva de diversos tipos de infracción, el órgano competente para
sancionar deberá imponer la sanción que corresponda al tipo de infracción más
grave, y considerará las otras infracciones como circunstancias agravantes para
la graduación de la sanción que se tenga que imponer.

12. La sanción por una infracción muy grave consistirá en una multa cuya
cuantía oscilará entre sesenta mil un euros (60.001 €) y seiscientos mil euros
(600.000 €). Accesoriamente, podrán imponerse estas otras sanciones:

a) Suspensión temporal de la autorización por un periodo de hasta cinco
años.

b) Inhabilitación temporal para desarrollar actividades de juegos o apues-
tas por un periodo de uno a cinco años.

c) Revocación de la autorización para la explotación y la gestión de jue-
gos o apuestas o de la habilitación del establecimiento.

d) Inhabilitación definitiva para el desarrollo de actividades de juegos o
apuestas, sólo para el caso de reincidencia.

e) Comiso y destrucción de las máquinas, los materiales o los elementos
de juego, en los casos de las infracciones recogidas en el apartado 2.a) y en las
letras c) y f) del apartado 3 de este artículo.

f) Comiso del importe obtenido por los juegos o las apuestas, en los casos
de las infracciones recogidas en el apartado 2.a) y en las letras c) y e) del apar-
tado 3 de este artículo.

13. La sanción por una infracción grave consistirá en una multa cuya
cuantía oscilará entre seis mil un euros (6.001 €) y sesenta mil euros (60.000 €).
Accesoriamente, podrán imponerse estas otras sanciones:

a) Suspensión temporal de la autorización por un periodo de hasta un año.

b) Inhabilitación temporal para desarrollar actividades de juegos o de
apuestas por un periodo de hasta un año.

14. La sanción por una infracción leve consistirá en una multa cuya cuan-
tía máxima será de seis mil euros (6.000 €).

15. Las infracciones leves prescribirán a los seis meses; las graves, al año;
y las muy graves, a los dos años, contadores desde el día en que se cometió la
infracción. El plazo de prescripción quedará interrumpido desde la notificación
de la iniciación del procedimiento sancionador al infractor. El cómputo de pres-
cripción se reanudará desde el día que el expediente concluya sin sanción o se
paralice durante más de tres meses, si no es por causa imputable a la persona
interesada.

16. Las sanciones pecuniarias previstas en el presente artículo se podrán
hacer efectivas antes de que se dicte la resolución del expediente sancionador,
con una reducción del 15% sobre la cuantía propuesta en el acuerdo o la reso-
lución de inicio o, en su caso, en la propuesta de resolución.

Igualmente, el cumplimiento debidamente acreditado ante la administra-
ción competente de las obligaciones o los derechos formales del presunto infrac-
tor, por iniciativa propia, en cualquier momento del procedimiento administra-
tivo sancionador, antes de que se dicte la resolución, supondrá una reducción del
15% sobre la cuantía propuesta en el acuerdo o la resolución de inicio o, en su
caso, en la propuesta de resolución. Las reducciones a que se refieren los párra-
fos anteriores de este apartado se podrán acumular.

Artículo 3
Normas sancionadoras en materia de consumo

Se modifica el artículo 51 de la Ley 1/1998, de 10 de marzo, del Estatuto
de los consumidores y usuarios de la comunidad autónoma de las Illes Balears,
que queda redactado de la manera siguiente:

‘Artículo 51
Cuantías de las sanciones de multa

Por la comisión de infracciones en materia de defensa del consumidor se
podrán imponer las siguientes sanciones:

a) Multa de hasta 6.000 € en caso de infracciones leves.
b) Multa comprendida entre 6.000,01 y 24.000,00 € para las faltas graves,

y podrá sobrepasar esta cuantía hasta llegar al quíntuple del valor de los pro-
ductos o los servicios objeto de la infracción.

c) Multa comprendida entre 24.000,01 y 660.000,00 € para las faltas muy
graves, y podrá sobrepasar esta cuantía hasta llegar al quíntuple del valor de los
productos o servicios objeto de la infracción.’

Disposición adicional primera
Régimen aplicable a la instalación de máquinas, terminales o equipos de
juego

En el ámbito de la comunidad autónoma de las Illes Balears únicamente
se podrán instalar en los establecimientos de hostelería, salones de juego, bin-
gos, casinos o locales presenciales cuya actividad principal sea ajena a la comer-
cialización de juegos, las máquinas, los terminales o los equipos de juego pre-
vistos en la normativa reglamentaria de la comunidad autónoma de las Illes
Balears.

Disposición adicional segunda
Régimen de autorizaciones de establecimientos de juego

En el ámbito de la comunidad autónoma de las Illes Balears no se podrá
autorizar la apertura de locales presenciales cuya actividad principal sea la
explotación de juegos en el ámbito de las actividades de juego no reservadas de
competencia estatal hasta que no se regule el régimen de autorización mediante
una disposición administrativa de carácter general.

Disposición adicional tercera
Informes preceptivos en materia de casinos, juegos y apuestas

En el ámbito de la comunidad autónoma de las Illes Balears, con respec-
to a los expedientes de autorizaciones administrativas para la instalación, la
apertura, el funcionamiento y la modificación de todo tipo de actividad de juego
y de los establecimientos donde éstas se desarrollen, no se requerirán mas infor-
mes preceptivos y vinculantes que los que expresamente establezca la normati-
va autonómica propia sobre la materia.

Disposición adicional cuarta
Régimen de explotación provisional de apuestas hípicas

1. Las entidades titulares o gestoras de los hipódromos que a la entrada en
vigor de la presente disposición legal vengan desarrollando la organización, la
explotación y la gestión de las apuestas internas, podrán explotar provisional-
mente las apuestas externas que se formalicen en o desde el territorio de la
comunidad autónoma de las Illes Balears, en sus distintas modalidades, hasta
que se adjudique, en su caso, una autorización definitiva mediante concurso
público.

2. La explotación provisional a que se refiere el párrafo anterior no con-
ferirá méritos o derecho preferente alguno para la adquisición de la autorización
definitiva de la apuesta externa.

Disposición derogatoria única
Normas que se derogan

Queda derogado el Decreto Ley 7/2011, de 23 de diciembre, y todas aque-
llas otras disposiciones que se opongan, contradigan o resulten incompatibles
con lo que dispone la presente ley.

Disposición final primera
Efectos sobre normas estatales

Queda sin efecto en el ámbito de la comunidad autónoma de las Illes
Balears el apartado 2, norma 1 a, de la letra B del anexo del Real Decreto
123/1995, de 27 de enero, sobre traspaso de funciones y servicios de la
Administración del Estado a la comunidad autónoma de las Illes Balears en
materia de casinos, juegos y apuestas.
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Disposición final segunda
Normas reglamentarias

En un plazo máximo de 24 meses desde el inicio de la vigencia del
Decreto Ley 7/2011, de 23 de diciembre, el Gobierno de las Illes Balears debe-
rá aprobar la disposición administrativa de carácter general mencionada en la
disposición adicional segunda.

Disposición final tercera
Entrada en vigor

La presente ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el
Butlletí Oficial de les Illes Balears.

Por tanto, ordeno que todos los ciudadanos guarden esta Ley y que los
Tribunales y las Autoridades a los que corresponda la hagan guardar.

Palma, a treinta de abril de dos mil doce

EL PRESIDENTE
José Ramón Bauzá Díaz

El Vicepresidente Económico, 
de Promoción Empresarial y de Empleo

José Ignacio Aguiló Fuster

— o —

2.- Autoridades y personal (nombramientos, situa-
ciones e incidencias)

VICEPRESIDENCIA ECONÓMICA, DE PROMOCIÓN
EMPRESARIAL Y DE EMPLEO

Num. 9335
Decreto 40/2012, de 11 de mayo, por el que se dispone el nom-
bramiento del interventor general de la Comunidad Autónoma
de las Illes Balears

Los artículos 19.12 i 33.5 de la Ley 4/2001, de 14 de marzo, del Gobierno
de las Illes Balears, disponen, respectivamente, que es competencia del
Gobierno el nombramiento y el cese de los altos cargos de la Administración de
la Comunidad Autónoma, y de los consejeros elevar la propuesta.

Por ello, a propuesta del vicepresidente económico, de Promoción
Empresarial y de Empleo, y habiéndolo considerado el Consejo de Gobierno en
la sesión de 11 de mayo de 2012,

DECRETO

Primero

Disponer el nombramiento del señor Antonio F. Valdevieso Amengual
como interventor general de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears.

Segundo

El presente Decreto produce efectos desde el mismo día de su publicación
en el Boletín Oficial de las Illes Balears.

Palma, 11 de mayo de 2012

El presidente
José Ramón Bauzá Díaz

El vicepresidente económico,
de Promoción Empresarial y de Empleo

José Ignacio Aguiló Fuster

— o —

2.- Autoridades y personal (oposiciones y concursos)

CONSEJERÍA DE TURISMO Y DEPORTES
Num. 9096

Resolución del director gerente de Ports de les Illes Balears de
fecha 9 de mayo de 2012 por la que se convoca un concurso para
formar parte de una bolsa de trabajo de personal laboral no per-
manente en la categoría profesional de guardamuelles para las
Islas de Mallorca, Menorca e Ibiza.

Antecedentes:
1. El artículo 24 del vigente Convenio colectivo para el personal laboral

al servicio de Ports de les Illes Balears dispone que la selección de personal
laboral de duración determinada se llevará a cabo, en primer lugar, mediante las
bolsas de trabajo.

2. La empresa Ports de les Illes Balears confeccionará periódicamente
bolsas de trabajo.

3. La convocatoria y las bases de estas bolsas se negociarán con la parti-
cipación del Comité de Empresa. En la confección de las mismas tiene que par-
ticipar los representantes que el Comité determine.

4. En fecha 3/04/2012 el ente público Ports de les Illes Balears inició las
negociaciones con el comité de empresa de la convocatoria y de las bases para
la confección de una bolsa de trabajo de personal no permanente en la categoría
profesional de guardamuelles para las Islas de Mallorca, Menorca e Ibiza, lle-
gándose a un acuerdo en fecha 18/04/2012.

5. De acuerdo con todo lo expuesto anteriormente, el Director Gerente de
Ports de les Illes Balears, en virtud de la delegación del Consejo de
Administración de 24 de abril de 2012, dicto la siguiente

RESOLUCIÓN

Primero. Aprobar la convocatoria del concurso para la selección de per-
sonal para integrar una bolsa de trabajo de personal laboral no permanente en la
categoría profesional de guardamuelles para las Islas de Mallorca, Menorca e
Ibiza para llevar a cabo trabajos ocasionales y urgentes, o bien por sustituir per-
sonal laboral con reserva de puesto de trabajo, o bien para cubrir por interinidad
las vacantes que se producen en la categoría profesional objeto de la convoca-
toria del ente público Ports de les Illes Balears o por cualquier otro tipo de con-
tratación laboral mediante la modalidad de duración determinada sujeto a la
legislación laboral vigente, limitado exclusivamente a la categoría de guarda-
muelles.

Segundo. Aprobar las bases que deben regir esta convocatoria, que se
adjuntan como anexo I de esta Resolución, y nombrar a los miembros de la
Comisión de Selección que se adjuntan como anexo III de esta Resolución.

Tercero. Ordenar la publicación de esta Resolución en el Boletín Oficial
de las Islas Baleares (BOIB) y en la web del ente público Ports de les Illes
Balears.

Contra esta Resolución se puede interponer un recurso potestativo de
reposición ante el Director Gerente de Ports de les Illes Balears en el plazo de
un mes a contar desde el día siguiente de la publicación de la Resolución, de
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, y el artículo 57 de la Ley 3/2003, de 26 de marzo, de
Régimen Jurídico de la Administración de la CAIB. También se puede interpo-
ner directamente un recurso contencioso administrativo ante el Juzgado
Contencioso Administrativo en el plazo de dos meses contados desde el día
siguiente de la publicación de la Resolución, de acuerdo con lo dispuesto en los
artículos 8.1 y 46 de la Ley 29 / 1998, de 13 de julio, reguladora de la jurisdic-
ción contenciosa administrativa.

Palma, 9 de mayo de 2012

El director gerente de Ports de les Illes Balears
Daniel Ramis Melero

(Ver anexos en la versión catalana)

— o —
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